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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEMANDA DE TUTELA PREMATURA.
Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando es sabido que una de sus principales características es la subsidiariedad.  (…)
Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».” (…)
En este punto es válido aclarar que si bien la cedente del crédito sí procedió a solicitar la entrega del título, basta decir que, de todas formas, esa petición se encuentra a la espera de pronunciamiento y por tal motivo la acción constitucional sería prematura.
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Acta No. 12 del 22 de enero del 2019 
Se decide en primera instancia la acción de tutela de la  referencia, instaurada por el señor Juan Carlos Vergara Trujillo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados las sociedades Grupo de Energía de Bogotá S.A., Interconexión Eléctrica S.A., Transgas de Occidente S.A. y la señora Consuelo Castaño Castaño.

Esto, en consideración a la licencia concedida por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia a la Magistrada Claudia María Arcila Ríos y al pacto contenido en el Acta 001 del 14 de enero del presente año emitida por la Sala Civil Familia de esta Corporación, para resolver los asuntos urgentes que tiene a despacho. 
ANTECEDENTES

Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

El 21 de noviembre de 2018 pidió al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal se le reconociera como cesionario parcial del crédito constituido en el proceso de servidumbre eléctrica promovido por la Empresa de Energía de Bogotá contra Consuelo Castaño Castaño, el cual se encuentra en etapa da ejecución. Con esa solicitud se aportó la cesión respectiva por un valor de $40.000.000.

Por auto del 3 de diciembre de 2018, el cual quedó ejecutoriado “sin recursos” el 7 siguiente, se le reconoció tal calidad y se ordenó la entrega “hasta la concurrencia del crédito las sumas de dinero consignadas por la ejecutada, deduciendo la suma de $40.000.000 que por virtud de la cesión parcial del crédito se entregará a Juan Carlos Vergara Trujillo”.

El 11 del citado mes compareció al despacho para obtener la entrega del título judicial a que tiene derecho, empero le informaron que no es posible acceder a ello pues frente al proveído del 7 anterior se interpuso recurso de reposición. Sin embargo al revisar ese supuesto medio de impugnación, del cual solo obtuvo una copia pues no se le permitió revisar el expediente, en ninguna parte se consigna que se trata de un recurso de reposición ya que allí la Empresa de Energía de Bogotá se limita a informar que se encuentra pendiente una audiencia preliminar, tampoco contiene una orden expedida por la Fiscalía General de la Nación a efecto de suspender la entrega.   

Considera que el actuar del despacho accionado es antojadizo y difiere la materialización del pago que le fue reconocido. 

Estima lesionados sus derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita que se ordene a la funcionaria accionada hacer entrega inmediata del título judicial, por la suma que le fuera reconocida, tal como se dispuso en auto del 3 de diciembre último.   

Por auto del 12 de diciembre pasado se admitió la acción y se ordenó vincular a las sociedades Grupo Energía de Bogotá SA, otrora Empresa de Energía de Bogotá, Interconexión Eléctrica SA y Transgas de Occidente SA y a la señora Consuelo Castaño Castaño. 

En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

El representante legal judicial de Interconexión Eléctrica SA alegó “la importancia de mantener incólume” el derecho real de servidumbre del cual es titular esa sociedad.

El representante legal para asuntos judiciales y administrativos del Grupo de Energía de Bogotá se opuso a las súplicas de la demanda en razón a que: a) esa sociedad no tiene injerencia en las decisiones del juzgado accionado, motivo por la carece de legitimación en la causa por pasiva; b) se formuló denuncia penal por los delitos de prevaricato, falsedad ideológica en documento público y fraude procesal, contra los peritos que actuaron en el proceso de servidumbre y que indujeron en error al juzgado accionado. En ese proceso penal se programó el 19 de diciembre de 2018 como fecha para llevar a cabo audiencia en la que se solicitaría adoptar medidas preventivas frente a los efectos de las conductas típicas en que presuntamente incurrieron aquellos y que afecta los recursos públicos. Razón por la cual la decisión que adopte el juzgado penal tendrá evidentes consecuencias sobre el depósito judicial; c) la acción de tutela es improcedente ya que la pretensión del actor es netamente económica, para efecto de cobrar la suma adeudada él debe agotar los mecanismos ordinarios, tal como sería el proceso ejecutivo, y no se evidencia lesión de derechos fundamentales y d) actualmente cursa otra tutela instaurada por la señora Consuelo Castaño Castaño por hechos relacionados con la presente acción constitucional.

Posteriormente el apoderado general de esa entidad manifestó que la audiencia programada para el 19 de diciembre pasado tuvo que ser aplazada a solicitud de la señora Consuelo Castaño Castaño. Además, que se adelantarán las gestiones necesarias para que esa diligencia se realice en el menor tiempo posible.  

La señora Consuelo Castaño Castaño se pronunció para coadyuvar la acción de tutela. Agregó que el 12 de diciembre último, su apoderado presentó ante el juzgado accionado renuncia de términos de traslado a efecto de que se haga entrega inmediata del título judicial.

La titular del juzgado accionado informó que: a) la entrega del título judicial está pendiente de que el auto que la ordenó quede ejecutoriado; b) a la petición, que se encuentra pendiente de resolver, se le dio el trámite de recurso de reposición, de conformidad con el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso, pues además de que se formuló dentro del término de ejecutoria de aquella providencia, allí se pidió se negara la entrega de dinero y se motivó tal solicitud; c) se ha procurado por dar celeridad al trámite y d) en las decisiones adoptadas en sede de tutela no se ha proferido orden alguno relativa a ese dinero, a esto tampoco ha procedido la Fiscalía General de la Nación. 

CONSIDERACIONES 

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Corresponde a esta Sala decidir si procede la tutela en este caso para ordenar al juzgado demandado dejar a disposición del accionante el título de depósito judicial por la suma que le fue cedida, dentro del proceso de servidumbre eléctrica promovido en contra de la señora Consuelo Castaño Castaño.

Las pruebas documentales incorporadas al expediente, que obran en el disco compacto visible a folio 76 de este cuaderno, acreditan los siguientes hechos:

Por medio de auto del 3 de diciembre pasado el juzgado demandado, entre otras decisiones, aceptó la cesión parcial del crédito realizado por la accionante a favor del señor Juan Carlos Vergara Trujillo y ordenó entregar a la ejecutante las sumas de dinero consignadas por el Grupo Energía de Bogotá “deduciendo la suma de $40.000.000” correspondiente a aquel cesionario
.

En esa misma fecha el apoderado de la señora Consuelo Castaño Castaño pidió, con sustento en el proveído proferido por esta Sala el 29 de noviembre anterior, cuya expedición condicionaba la entrega de las sumas consignadas, proceder a esto último
.

El 5 de diciembre último la apoderada del Grupo Energía de Bogotá pidió al juzgado accionado abstenerse de entregar el título judicial. Para ese fin alegó que esa sociedad había instaurado denuncia penal en contra de los peritos que actuaron en el proceso de servidumbre. En aquel se programó audiencia preliminar ante juez de garantías para el 19 siguiente, en la que se solicitarán medidas de protección del patrimonio de la víctima
.

El 11 del citado mes la Secretaría del juzgado accionado corrió traslado de ese escrito “contentivo con el recurso de reposición frente al auto de fecha diciembre tres”
.
En escrito presentado el 12 del mencionado mes el abogado de la señora Consuelo Castaño Castaño renunció al término de traslado de ese supuesto recurso de reposición, a efecto de que se resuelva de manera inmediata sobre la entrega de dinero ordenada. Adujo que la solicitud formulada por el Grupo Energía de Bogotá, que solo hace parte de las maniobras dilatorias realizadas por esa entidad, no constituye un recurso de reposición pues ni siquiera contiene los reparos frente a la decisión correspondiente. De igual manera, si lo único que impedía al despacho hacer la entrega del título era la resolución por parte de esta Sala sobre la falta de jurisdicción alegada, a esto ya se procedió, en providencia en la que se dijo que en su contra no cabía recurso alguno. Agregó que la Fiscalía General de la Nación ni ninguna otra entidad han ordenado la suspensión de la entrega de dineros en este caso
.  

De las copias de las piezas procesales incorporadas no se evidencia que el accionante haya elevado petición alguna para obtener la entrega del depósito judicial, ni que frente a aquella última solicitud se haya hecho pronunciamiento alguno.

Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando es sabido que una de sus principales características es la subsidiariedad. 

En este caso, se encuentra acreditado que el accionante no ha presentado petición alguna para efecto de obtener lo que pretende por esta vía, que no es otra cosa que se ponga a disposición el título judicial por la suma que le fue cedida. 

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia
:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».” .

En este punto es válido aclarar que si bien la cedente del crédito sí procedió a solicitar la entrega del título, basta decir que, de todas formas, esa petición se encuentra a la espera de pronunciamiento y por tal motivo la acción constitucional sería prematura. 

En consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente por incumplir el requisito de la subsidiariedad.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE 
Se declara IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta por el señor Juan Carlos Vergara Trujillo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados las sociedades Grupo de Energía de Bogotá S.A., Interconexión Eléctrica SA y Transgas de Occidente S.A. y la señora Consuelo Castaño Castaño.

Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese, 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


   DUBERNEY GRISALES HERRERA

       Ausencia justificada
� Folios 40 y 41


� Folios 42 a 44 


� Folios 45 a 49 


� Folio 51 


� Folios 53 a 56 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC3919-2017 proferida el 22 de marzo de 2017, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, radicación No. 11001-02-03-000-2017-00615-00





7

[image: image1.emf]_1587198309.doc


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
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Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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